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DIVISIÓN DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

Al   contestar refiérase

al  Oficio Nº   14011

27 de noviembre,  2007

DCA-3989

Señor

Carlos Fernández

Gerente General

Banco de Costa Rica 

Apartado Postal 10035-1000 San José

Estimado señor:

Asunto: 
Se emite criterio en relación con la consulta formula por el Banco de Costa Rica, mediante oficio GG-10-421-2007, referida al plazo de los contratos de arrendamiento. 


Damos respuesta a su oficio GG-10-421-2007, recibido en esta Contraloría General el día 5 de octubre pasado.

I.- Motivo de la consulta: 

La consulta en cuestión versa respecto al tema de la posibilidad de establecer prórrogas automáticas indefinidas a los contratos de arrendamiento.

Señalan que, desde que se emitió la resolución de la Sala Constitucional N° 11398-2003, esa institución bancaria ha consignado en los contratos de arrendamiento, plazos de tres años prorrogables por períodos iguales, sin ponerle término alguno.

Esta actuación, ha sido cuestionada por la Auditoría Interna de la entidad. 

Por su parte, el criterio de la División Jurídica de dicho banco, señala que es posible que se den dos escenarios. Por un lado, que todo contrato de arrendamiento de locales comerciales, las prórrogas puedan utilizarse pero con un tope máximo, con la correspondiente justificación de esa cantidad de prórrogas. En segundo lugar, se plantea la posibilidad de que en estos contratos —según su criterio— únicamente se fije el plazo correspondiente al lapso en el cual la Administración recupere la inversión realizada, entiéndase en modificaciones estructurales, o en su defecto un plazo de tres años que es el que  fija la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos. En este caso, se estima que no debería hacerse mención alguna de la prórroga, pudiéndose así utilizar la prórroga tácita que establece el artículo 71 de la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos. 

II.- Criterio de la División: 

Como observación preliminar, advertimos que el presente criterio se circunscribe netamente al tema del arrendamiento de bienes inmuebles, con lo cual el tema de la negociación del plazo no puede entenderse extensible necesariamente a la contratación de otro tipo de servicios que haga la Administración  Pública.

Asimismo, se ha considerado pertinente, en virtud de otras consultas semejantes que se nos han planteado, referirnos aquí no solo al supuesto del plazo máximo de un contrato de arrendamiento de bienes inmuebles con instituciones públicas, sino también al supuesto de su plazo mínimo.

a) Sobre el plazo máximo en los contratos de arrendamiento de bienes inmuebles.

Al referirnos al tema en cuestión, debemos partir de que la Administración cuenta con una serie de prerrogativas que se derivan y justifican en el interés público que está de por medio, y que es superior al interés particular que pueda estar involucrado en un caso concreto, sin que ello signifique que el interés particular puede ser desprotegido. Como ha dicho la propia Sala, en la contratación administrativa, si bien las personas acuden en pos de una determinado beneficio económico, lo hacen también como colaboradores de la Administración en la consecución de sus fines públicos.

En el caso específico del arrendamiento, sabemos que la norma —a saber el artículo 77 de la Ley de Contratación Administrativa— fue declarada inconstitucional,  específicamente por estipular en su texto que el arrendamiento se entendía para todos sus efectos en un contrato por tiempo indefinido.

La respuesta a la pregunta que planteada, respecto a la posibilidad de establecer prórrogas indefinidas a los contratos de arrendamiento o en cambio, sujetar esas prórrogas a un plazo máximo, en nuestro criterio viene dada por la misma resolución N° 11398-2003 que declaró aquella inconstitucionalidad.

Indica la Sala Constitucional, en sus razones para encontrar la citada inconstitucionalidad, que “La prolongación de la vigencia del contrato de arrendamiento impide al propietario su libre disposición y el ejercicio pleno del dominio sobre el inmueble, aunque esa limitación no le impide seguir recibiendo las sumas correspondientes durante todo el tiempo que la Administración ocupe su propiedad, situación que en todo caso no es suficiente para justificar la privación del derecho a tal grado. En estos términos se entiende que la norma otorga un beneficio excesivo a la Administración , lo que supone un rompimiento del equilibrio financiero del contrato. La esencia de esta forma de actuación de la Administración Pública supone el concurso de voluntades, por eso estamos frente a un contrato y la consecuente reciprocidad de obligaciones y derechos que caracteriza a este tipo de actos jurídicos.” 

Pero más adelante, el mismo Tribunal Constitucional admite que “La Administración Pública, si bien busca satisfacer el interés general, y en el caso de la prestación de servicios públicos debe garantizar su continuidad, esa situación puede ser prevista desde el cartel y aceptada en forma previa y expresa por el particular, siempre y cuando se definan los términos y condiciones de la contratación, buscando que el administrado contratante conozca previamente y en forma amplia, las condiciones en que va a obligarse. Esta definición es expresión de los principios de trasparencia y publicidad que rigen todo procedimiento de contratación.”

Esto significa, ni más ni menos que, en criterio de este órgano si bien es cierto la estipulación de un plazo indefinido para el arrendamiento que se suscriba con la Administración  es inconstitucional, esa previsión —reiteramos, la del plazo indefinido— puede hacerse por vía cartelaria si se busca satisfacer el interés público y garantizar la continuidad en la prestación de servicios públicos. Esto porque dice la Sala, “Si al momento de formular su oferta, la persona estima que las condiciones del contrato le serán adversas, le impedirán hacer un uso adecuado de su inmueble o disponer del mismo en el momento en que desee, entonces puede declinar de su intención de contratar con la Administración. Si aún en contra de la voluntad del propietario, la Administración requiere del inmueble en cuestión, cabrá entonces el recurso a otros mecanismos, incluso la expropiación forzosa, en los términos y en las condiciones dispuestos por la Constitución y la Ley.”   

En la misma línea de razonamiento, se agrega más adelante en la misma resolución, que  “El artículo 77 de la Ley 7494 impone una limitación excesiva a la propiedad privada, una carga que el propietario debe tolerar en un contrato de arrendamiento con la Administración que no proviene del propio cartel, lo que lo privó de tener pleno conocimiento acerca de las condiciones del contrato antes de decidir participar en el procedimiento licitatorio. La norma impugnada permite a la Administración permanecer en un inmueble aún después de vencido el plazo convenido, debilitando en forma inaceptable el derecho de propiedad del arrendante.” 

En sentido contrario esto significa que, una limitación de esa naturaleza al uso de la propiedad privada sí es factible si proviene del propio cartel del cartel. Esto, porque en ese contexto se configura un contrato de arrendamiento en el cual todas las condiciones —incluida la del plazo indefinido o las prórrogas indefinidas— ya son conocidas por el arrendador desde el inicio —es decir desde el llamado al concurso—, y aceptadas desde el momento en que sometió libremente su oferta a la Administración.

Así las cosas, las dos posibilidades desarrolladas por la División Jurídica de esa entidad bancaria son perfectamente compatibles con la tesis desarrollada por el órgano constitucional según lo dicho supra. Esto por cuanto, en definitiva debe ser la propia Administración la que valore cuál es el plazo por el cual debe suscribir los contratos de arrendamiento que le sirvan a la satisfacción del interés público. Ello, entendiendo entonces que, desde la perspectiva del análisis constitucional, siempre que se defina en el cartel, la Administración  puede establecer un plazo indefinido o en su caso, la cantidad de prórrogas que estime indispensables, razonables y justificadas de cara a la satisfacción de ese interés público.

b) Sobre el plazo mínimo en los contratos de arrendamiento de bienes inmuebles.
En cuanto al tema del plazo mínimo por el que pueden suscribirse este tipo de contratos, se ha entendido tradicionalmente que siendo aplicables las reglas establecidas en la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, N° 7527 por disposición de su artículo 6
, éstos no pueden tener un plazo inferior al de tres años que estipula el artículo 70 del mismo cuerpo normativo. Dicha norma en lo que interesa indica: 

“Plazo del arrendamiento.

La duración del arrendamiento no podrá ser inferior a tres años. Se entenderán convenidos por el plazo de tres años, los arrendamientos para los que se haya estipulado una duración inferior o no se haya fijado el plazo de duración. El plazo se contará a partir del día en que el arrendatario recibe el bien.”


No obstante, debemos tener presente que la jurisprudencia civil ha señalado que:

“...el artículo 70 de la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, establece un plazo mínimo de vigencia del alquiler en beneficio del inquilino, debiendo entenderse que cualquier plazo menor a éste no le podría perjudicar, en aplicación de los artículos 3 y 4 de esa legislación. Así, para aquellos casos en que el casero pretenda hacer valer en forma coercitiva un plazo acordado con el inquilino y que resulta ser menor al previsto por la ley, esa pretensión no sería procedente, aún cuando el arrendatario hubiese suscrito un acuerdo en ese sentido, en virtud del principio de irrenunciabilidad de derechos que esa ley confiere a los arrendatarios, en el artículo 3 de cita. Sin embargo, se trata de un derecho potestativo a favor del inquilino y le corresponde a él determinar si se acoge a ese derecho mínimo establecido por la ley, o si por el contrario, se aparta de lo previsto en ella, según su conveniencia y lo renuncia. (...) el plazo de tres años a que hace referencia el citado artículo 70, fue considerado por el legislador como un plazo mínimo irrenunciable y de orden público, en beneficio del arrendatario. Sobre el fundamento del plazo mínimo, el doctor Sergio Artavia Barrantes, en su obra Comentarios a la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos (Editorial Jurídica Dupas, 1era edición, 2006, página 569) nos dice lo siguiente: “La voluntariedad del plazo cede ante la necesidad de protección a una de las partes de la relación contractual. Cuando eso sucede es el legislador quién impone un plazo esencial, irrenunciable en perjuicio de una de las partes, en nuestro caso, el arrendatario.” Es decir, el plazo mínimo legal sí puede ser renunciado por el inquilino, cuando él, voluntariamente decide ponerle término al contrato de arrendamiento, antes de que se cumplan los tres años que la ley de la materia contempla.”(Sentencia N° 249 del TRIBUNAL SEGUNDO CIVIL, SECCION EXTRAORDINARIA .- San José, de las 9:10 horas del 14 de septiembre de 2006)


Entendido entonces, el plazo mínimo del contrato de arrendamiento que fija la Ley, como “un derecho potestativo a favor del inquilino”, y entendiendo así, que además ese inquilino es quien decide si se acoge a ese derecho mínimo establecido por la ley, o si por el contrario, se aparta de lo previsto en ella según su conveniencia y lo renuncia, consideramos plenamente aplicable dicho razonamiento al caso en el cual es la Administración Pública la que figura como arrendataria.


A la vez, en apoyo a esta tesis debemos tener claro que la Ley N° 7527, regula eminentemente relaciones entre particulares. Por ello sus principios, tienden a proteger y a resguardar los intereses de las partes en una relación privada de carácter civil y comercial, así como a propiciar un equilibrio entre las distintas posiciones y los intereses diversos que puedan tener el arrendador y el arrendatario, en una materia además muy sensible referida al uso de bienes inmuebles, ya sea para vivienda o para usos comerciales.


Es así como, aun cuando el artículo 6 ya mencionado, señala que el Estado y sus instituciones están sujetos a esta legislación especial, sea en su calidad de arrendador o arrendatario, dicha norma —en criterio de este órgano contralor— no puede aplicarse en perjuicio de la oportuna y debida satisfacción del interés público.


En el tema del plazo, por un lado admitimos que es un derecho potestativo que ejerce el inquilino según sus intereses. Además de que no podríamos pensar en el absurdo de que, en el caso de las instituciones del Estado, la aplicación literal del artículo 70 señalado —pensado además para relaciones eminentemente privadas—  le impida satisfacer sus necesidades que tienen como objetivo garantizar el bien común. Evidentemente no podemos desconocer el hecho irrefutable de que en sobradas ocasiones las entidades públicas deben arrendar bienes inmuebles por períodos menores al de tres años. Ponemos como ejemplo, los casos en los que debido a remodelaciones de sus propias instalaciones, un órgano de la Administración Pública debe desocupar ese inmueble y arrendar otro por períodos mucho menores al plazo de tres años con la Ley N° 7527 la vincula.


En situaciones como éstas, obligar a las instituciones públicas a arrendar o dar en arrendamiento los inmuebles por plazos mínimos de tres años, carece de lógica, se vuelve impráctico y en definitiva obstaculiza la posibilidad de que la Administración resuelva una situación determinada por la vía de contrataciones ordinarias y apegadas al ordenamiento jurídico, solo porque se le aplica —indebidamente— una regla prevista para otro tipo de casos.


No obstante, la posición jurisprudencial mencionada refuerza la tesis de que si un inquilino común puede pactar plazos menores al tres años que fija la Ley N° 7527, con mayor razón puede hacerlo el Estado cuando sus actuaciones tienen como fin garantizar la satisfacción del interés general.


De esta forma, el principio de eficiencia demanda encontrar una solución jurídica que propicie la satisfacción del interés público en situaciones que inclusive sin ser excepcionales, no parecieran a veces estar contempladas en el ordenamiento jurídico vigente.


Adicionalmente ante este tipo de circunstancias y entendiendo que las normas, los procedimientos y los límites a las actuaciones administrativas además de erradicar cualquier posibilidad de arbitrariedad y de abuso de poder, deben propiciar la satisfacción del interés público, consideramos aplicable el mismo razonamiento esbozado por la Sala Constitucional en cuanto al plazo máximo de los arrendamientos con el Estado,  en lo que respecta al plazo mínimo de éstos.


Esto significa que, en el cartel de la respectiva contratación o en las condiciones que se fijen en una eventual contratación directa —según las excepciones que contempla la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento— es posible establecer un plazo de arrendamiento inferior al período de tres años mencionado supra, en tanto ésta sea la forma en que se garantice la satisfacción del interés público y ello quede debidamente justificado en razonamientos técnicos y/o jurídicos, según sea el caso. 

Atentamente,

Lic. Carlos Andrés Arguedas Vargas

Licda. Ana Marcela Palma Segura

        Gerente de División 



Fiscalizadora

AMPS/mst

Ci:  Archivo Central

NI: 20554

2007004637

� Dicho artículo dispone: “El Estado, los entes públicos descentralizados y las municipalidades, en calidad de arrendadores o arrendatarios, están sujetos a esta ley, salvo disposición expresa de su propio ordenamiento jurídico.”








